El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / LIQUIDACIÓN DE CÁLCULO ACTUARIAL / INVESTIGACIÓN DE COLPENSIONES SOBRE POSIBLE FRAUDE / DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO / NECESIDAD DE RESOLVER PRONTO PARA DEFINIR EL ESTATUS PENSIONAL DEL ACCIONANTE.
Corresponde a la Sala decidir si procede la acción de tutela para ordenar a Colpensiones liquidar el cálculo actuarial por el tiempo laborado por el accionante entre el 1º de octubre de 2002 al 31 de diciembre de 2009. De serlo se establecerá si esa entidad demandada lesionó algún derecho de que sea titular el acto al negarse a ello…
La Corte Constitucional ha reiterado, teniendo presente la subsidiaridad que caracteriza la acción de tutela, que los conflictos jurídicos relativos al régimen de seguridad social escapan a la competencia del juez constitucional, ya que implican verificación de los requisitos relativos a cada caso e interpretación normativa, por lo que corresponderá resolverlos a la jurisdicción laboral o contencioso administrativa.

Con todo, esa misma jurisprudencia enseña que el amparo resulta procedente, cuando se advierta que el mecanismo de defensa ordinario carece de idoneidad…
Para la Sala, tal como lo dedujo la funcionaria de primera instancia, el amparo resulta improcedente para acceder a la pretensión elevada por el demandante, pues de acuerdo con la jurisprudencia transcrita, la acción de tutela no es el medio para plantear debates sobre las semanas de cotización, ya que esa controversia es propia de la jurisdicción ordinaria laborar, al involucrar una discusión probatoria compleja, toda vez que implica la determinación de tiempos laborados que no fueron cotizados por el empleador…

A pesar de lo anterior, la Sala considera que al actor sí le asiste razón en cuanto alega que el dilatado trámite adelantado por Colpensiones le impide acceder a la definición de su estatus pensional, cuestión frente a la cual el amparo sí se torna procedente ante la falta de medios de defensa judiciales que garanticen se resuelva la actuación administrativa de forma oportuna…

Por tanto se revocará parcialmente el fallo impugnado, se concederá el amparo al debido proceso administrativo y se ordenará al Gerente de Prevención del Fraude, en el término de cuarenta y ocho horas, dar impulso a la investigación surtida para establecer los extremos del vínculo laboral del accionante con su empleadora Luz Stella López Villegas y si aún no lo ha hecho, defina de fondo esa cuestión en un plazo que no podrá exceder de treinta días.
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Acta No. 043 del 14 de febrero de 2020

Expediente No. 66001-31-10-003-2019-00585-01
Procede la Sala a resolver la impugnación que formuló el accionante, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Tercero de Familia de esta ciudad, el 11 de diciembre de 2019, en la acción de tutela que instauró el señor Víctor Nabor Marín Arias contra Colpensiones, a la cual fueron vinculados el Vicepresidente de Operaciones, el Jefe de la Oficina Asesora de Asuntos Legales, los Gerentes de Financiamiento e Inversión, de Determinación de Derechos, de Defensa Judicial y de Prevención del Fraude y los Directores de Ingreso por Aportes, de Acciones Constitucionales, de Contribuciones Pensionales y Egresos, de Procesos Judiciales, de Atención y Servicio y de Historia Laboral de esa entidad.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató la apoderada del demandante los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 El actor nació el 23 de marzo de 1953, razón por la cual cumplió 60 años en 2013.
1.2 El citado señor laboró al servicio de la señora Luz Stella López Villegas, en calidad de mayordomo, desde el 1º de octubre de 2002 hasta el 31 de diciembre de 2009, periodo equivalente a 373 semanas. 
1.3 En ese lapso, su empleadora omitió realizar el pago al sistema de pensiones, mas en el año 2015 canceló esos tiempos adeudados. 
1.4 Mediante oficio del 15 de enero de 2018, Colpensiones informó que no era posible aplicar tales periodos porque para ese momento no había afiliación y por lo mismo el patrono debía solicitar la liquidación del cálculo actuarial a esa entidad; a esto último procedió la señora Luz Stella López Villegas, el 2 noviembre de 2018, y entre los documentos radicados aportó certificación en la que ella y el actor, manifestaron de manera errónea que el último laboró para la primera desde el 23 de marzo de 1993 al 23 de marzo de 2013. 
1.5 En ese equívoco incurrió la persona que transcribió los datos y elaboró la constancia, pues lo cierto es que entre esos años el accionante trabajó al servicio de otros empleadores; aquellos no se percataron del yerro y suscribieron el documento.

1.6 El 22 de enero de 2019, Colpensiones liquidó el cálculo actuarial, solicitado con fechas erróneas, y emitió el recibo de pago por valor de $140.726.751.
1.7 El 5 de febrero siguiente se solicitó a la demandada realizar nuevamente esa liquidación porque se había cometido un error aritmético, ya que la relación laboral a que aluden se inició el 1º de octubre de 2002 y se extendió hasta el 31 de diciembre de 2009, tal como se desprende de la historia laboral, ya que esos periodos fueron pagados previamente por la empleadora y antes de esas fechas cotizó por medio de otros patronos. A esta petición se anexó constancia suscrita por ambos, con las fechas correctas.
1.8 En respuesta del 5 de abril de ese mismo año, la accionada comunicó que debido a la existencia de dos certificaciones con fechas distintas, se remitió el expediente al área de Previsión del Fraude para adelantar la respectiva investigación y determinar la fecha real de inicio de laboral del demandante.

1.9 El 21 de mayo de 2019, Luz Stella López Villegas elevó petición a Colpensiones para obtener información sobre el resultado de esa indagación; sin embargo, ninguna respuesta le suministraron, pues se limitaron a enviarle nuevamente el recibo de pago por $145.000.000, a pesar del error en las fechas ya señalado.
1.10 Con las 373 semanas adeudadas por aquella empleadora, el accionante acreditaría 1.012,750 aportadas al 25 de julio de 2005 y se haría acreedor al régimen de transición pensional.

1.11 El demandante tiene en la actualidad sesenta y seis años; es decir, es una persona de la tercera edad a quien se le ha negado su derecho a recibir la pensión, por simples dilaciones del fondo pensional.
1.12 El 26 de agosto pasado la accionada informó de la recolección de material probatorio tendiente a establecer los extremos de la relación laboral y requirió para, de tener pruebas adicionales, fueran aportadas.

1.13 El 2 de septiembre siguiente se anexó declaración extrajudicial rendida por Luz Stella López Villegas, en la que da cuenta que ella fue la empleadora del actor y que le consta que la relación laboral entre ambos inició el 1º de octubre de 2002 y no antes.
1.14 La citada señora está dispuesta a cancelar el periodo no cotizado a Colpensiones.

1.15 El 1º de noviembre último, Colpensiones comunicó que fueron recibidas las pruebas para determinar los extremos de la relación laboral, “las cuales se tendrían en cuenta para la valoración en la verificación preliminar de los hechos reportados”.
1.16 Estima que el trabajador no puede sufrir las consecuencias de un error aritmético, que se encuentra debidamente corregido.   

2. Considera lesionados los derechos a la vida digna, de las personas de la tercera edad, al debido proceso y a la seguridad social. Para su protección, solicita se ordene a Colpensiones liquidar el cálculo actuarial por el tiempo laborado por el trabajador entre el 1º de octubre de 2002 al 31 de diciembre de 2009, con el objeto de que la empleadora pueda cancelarlo de manera inmediata. Lo anterior independientemente de la investigación adelantada, ya que el debate sobre el inicio de la relación laboral puede ventilarse en otro tipo de proceso, sin afectar el derecho pensional del actor.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Por auto del pasado 28 de noviembre, se admitió la acción y se ordenó vincular al Vicepresidente de Operaciones, al Jefe de la Oficina Asesora de Asuntos Legales, a los Gerentes de Financiamiento e Inversión, de Determinación de Derechos, de Defensa Judicial y de Prevención del Fraude y a los Directores de Ingreso por Aportes, de Acciones Constitucionales, de Contribuciones Pensionales y Egresos, de Procesos Judiciales, de Atención y Servicio y de Historia Laboral de Colpensiones.
2. Se pronunció la Directora de Acciones Constitucionales de esa entidad para manifestar que verificado el histórico de trámites, se evidencia que el accionante y su empleadora solicitaron la elaboración de un cálculo actuarial; sin embargo, como los extremos de la relación laboral no son claros, la Gerencia de Prevención de Fraude se encuentra recolectando el material probatorio que permita establecer los periodos reales, a fin de proteger los recursos públicos de presuntas irregularidades. Una vez agotadas esas diligencias, se informará a las áreas correspondientes a fin de que adopten las decisiones a que haya lugar; no es posible atribuirle lesión alguna a Colpensiones, cuando lo que pretende obtener el actor por esta vía es se realice un cálculo actuarial, a pesar de habérsele informado que la solicitud se encuentra en etapa de indagación administrativa, precisamente para aclarar los extremos laborales necesarios para elaborar esa liquidación. De otro lado, explicó que la acción de tutela es un mecanismo subsidiario, que  solo procede a falta de otros medios de defensa y de conformidad con el Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, las controversias que surjan en el marco del sistema de seguridad social serán dirimidas por la jurisdicción ordinaria. En este caso, la solicitud del actor excede las competencias del juez constitucional, máxime cuando dejó de acreditar la existencia de un perjuicio irremediable.   
3. Mediante sentencia del 11 de diciembre último, el Juez Segundo de Familia de Pereira declaró improcedente el amparo. 
Para así decidir, consideró que en este caso Colpensiones no ha lesionado derecho alguno al actor, pues atendió de manera oportuna las peticiones elevadas y le ha explicado los motivos por los cuales aún no se ha realizado el cálculo actuarial pedido. De otro lado, la acción de tutela no es el medio para solicitar el reconocimiento pensional ni para plantear el debate sobre los extremos de la relación laboral, pues ese tipo de controversias deben ser ventiladas ante la jurisdicción laboral, más aún si se tiene en cuenta que el amparo no se solicitó como mecanismo transitorio. Además, fueron el mismo accionante y su empleadora quienes  aportaron certificaciones con diferentes fechas de inicio y terminación del vínculo de trabajo, anomalía que Colpensiones no puede pasar por alto y por lo mismo es necesario establecer ese real tiempo de servicio para proceder a realizar aquella liquidación de manera fidedigna.    
4. Inconforme con el fallo la apoderada de la accionante lo impugnó. Adujo que: a) su poderdante laboró al servicio de la señora Luz Stella López Villegas, circunstancia que esta siempre ha reconocido; b) entre el mes de octubre de 2002 y diciembre de 2009, la citada señora omitió afiliar a pensiones al demandante y por esto intentó equivocadamente pagar esos meses por medio de la planilla electrónica. En virtud de lo anterior, Colpensiones le informó que para cancelar esos aportes debía solicitar la respectiva liquidación del cálculo actuarial, ya que al no haber afiliación, no procede el pago por la mencionada planilla; c) a ello se procedió, mas por error se indicó que el vínculo laboral comprendía desde el año 1993 al 2013. Sorpresivamente la entidad accionada liquidó aquel valor por ese último periodo de 20 años, a pesar de que tenía conocimiento de que la patrona había cancelado las cotizaciones adeudadas de octubre de 2002 a diciembre de 2009; d) al percatarse del error, se solicitó la corrección de las fechas “mas ya no lo quiso liquidar”; e) no comparte el argumento que expuso la funcionaria de primera instancia para negar el amparo, relativo a que la demandada ya emitió una respuesta, toda vez que esa contestación “en nada se compadece con lo que la misma entidad le ha indicado al actor que debe realizar para obtener la liquidación”; f) no es posible exigirle al afiliado acudir a la jurisdicción laboral para obtener el mencionado cálculo actuarial, cuando esta constituye una obligación de las administradoras de pensiones, en los casos en que los empleadores han omitido su deber de afiliar a sus trabajadores. Es decir que resulta desproporcionado exigirle agotar esa vía ordinaria, cuando la patrona tiene la voluntad de cancelar las cotizaciones adeudadas, motivo por el cual, la acción de amparo resulta ser el medio idóneo para resolver la cuestión y g) debido a la desidia administrativa de Colpensiones se genera una vulneración de derechos constitucionales, ya que la falta del pago por concepto de cálculo actuarial, obstaculiza el acceso a la pensión del actor. 
C O N S I D E R A C I O N E S 
1. La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

2. Corresponde a la Sala decidir si procede la acción de tutela para ordenar a Colpensiones liquidar el cálculo actuarial por el tiempo laborado por el accionante entre el 1º de octubre de 2002 al 31 de diciembre de 2009. De serlo se establecerá si esa entidad demandada lesionó algún derecho de que sea titular el acto al negarse a ello. De manera preliminar se definirá si el actor está legitimado en la causa.
3. La Corte Constitucional ha reiterado, teniendo presente la subsidiaridad que caracteriza la acción de tutela, que los conflictos jurídicos relativos al régimen de seguridad social escapan a la competencia del juez constitucional, ya que implican verificación de los requisitos relativos a cada caso e interpretación normativa, por lo que corresponderá resolverlos a la jurisdicción laboral o contencioso administrativa.

Con todo, esa misma jurisprudencia enseña que el amparo resulta procedente, cuando se advierta que el mecanismo de defensa ordinario carece de idoneidad. En un caso similar al que es objeto de esta providencia, se dijo
:


“4.4.4. Visto lo anterior, en el asunto sub-examine, se advierte la existencia de otro medio de defensa judicial, que se concreta en la posibilidad de activar un proceso ordinario laboral para obtener la solución de la controversia que se plantea. Dicho trámite le compete a la jurisdicción ordinaria, de acuerdo con lo previsto en el numeral 4 del artículo 2 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, en el que se dispone a cargo de la citada jurisdicción, el conocimiento de “[l]as controversias relativas a la prestación de los servicios de la seguridad social que se susciten entre los afiliados, beneficiarios o usuarios, los empleadores y las entidades administradoras o prestadoras, salvo los de responsabilidad médica y los relacionados con contratos.” De ahí que, en principio, la existencia de este medio le permite al accionante acudir ante una autoridad juridicial especializada y competente para dar respuesta a la controversia que se expone, con una amplia posibilidad de aportar elementos probatorios y esbozar argumentos jurídicos que respalden su pretensión.
 
La Sala advierte que, en este caso, la acción de tutela no desplaza al proceso ordinario laboral, por cuanto, en principio, es el mecanismo idóneo dentro del cual las partes cuentan con todas las garantías procesales para resolver con mediana prontitud el presente litigio que, como se observa en los antecedentes, involucra una discusión probatoria en relación con la densidad de las semanas requeridas para acceder a la pensión de vejez, con una posible mora patronal e inconsistencias en los tiempos cotizados
. En efecto, en el CD que se anexó como prueba al expediente, se encuentra un archivo en PDF que da cuenta de la demanda ordinaria laboral que presentó el accionante mediante su apoderado y, en ella, se aportan los medios de prueba que se pretenden hacer valer para probar la existencia de las semanas cotizadas que lo harían beneficiario del derecho a la pensión de vejez. En ese mismo medio de prueba se advierte que la citada demanda fue admitida y fue contestada por Colpensiones, lo que comprueba la idoneidad en abstracto del medio ordinario laboral para dirimir este tipo de conflictos.” (Subrayas fuera del texto original)
 
4. Las pruebas allegadas al expediente, que obran en el cuaderno No. 1, acreditan los siguientes hechos:

4.1 Mediante oficio del 15 de enero de 2018, Colpensiones informó al accionante que los ciclos 2003-02 a 2009-01 y 2009-03 a 2009-12 fueron cancelados por la señora Luz Stella López Villegas de forma extemporánea y por tal motivo no se contabilizan en la historia laboral. Para solucionar esa inconsistencia le sugirieron requerir a esa empleadora para que aportada copia de la afiliación al ISS y de la liquidación de la reserva actuarial. De otro lado, como frente al periodo 2009-02 no se evidencia pago alguno, se procedió a requerir a su patrono a fin de aclarar esa situación
.
4.2 El 2 noviembre de 2018, la citada señora solicitó se realizara el citado cálculo actuarial, con sustento en que durante la vigencia de la relación laboral con el trabajador Víctor Nabor Marín Arias, iniciada el 23 de marzo de 1993 y culminada el 23 de marzo de 2013, dejó de afiliarlo al sistema de pensiones, pero con el fin de cumplir su obligación legal, pagará los aportes adeudados
. Las certificaciones suscritas por ellos dan cuenta de ese mismo periodo de trabajo
.
4.3 Por comunicación del 22 de enero de 2019, el Director de Ingresos por Aportes de Colpensiones, liquidó el cálculo actuarial en la suma de $140.726.751
.

4.4 En escrito presentado el 5 de febrero de 2019, la señora López Villegas, por medio de apoderada, solicitó a esa entidad corregir esa liquidación por el valor efectivo que debe cancelar, teniendo en cuenta los extremos reales del vínculo laboral que se extendió desde el 1º de octubre de 2002 al 31 de diciembre de 2009. Lo anterior, en razón a que por un error de transcripción, se dijo inicialmente que ese tiempo de servicio comprendía el periodo del 23 de marzo de 1993 al 23 de marzo de 2013. De igual manera, el pago de las cotizaciones por medio de planilla se dio por aquel lapso, antes del cual el trabajador cotizó por medio de otros patronos
. A esta petición se anexaron constancias suscritas por la empleadora y el trabajador, en las que manifiestan que su relación de trabajo fue desde el 1º de octubre de 2002 al 31 de diciembre de 2009
. 
4.5 En respuesta del 5 de abril siguiente, el Director de Ingresos por Aportes de la entidad demandada indicó que debido a la existencia de dos certificaciones laborales con fechas distintas, se solicitó a la Dirección de Prevención del Fraude adelantar la investigación de rigor y rendir informe en relación con la fecha real del inicio de labores
.
4.6 El 21 de mayo de ese mismo año, la apoderada de Luz Stella López Villegas pidió a la accionada informar el resultado de esa indagación administrativa
.

4.7 El 26 de agosto pasado el Gerente de Prevención del Fraude comunicó que de conformidad con la Resolución No. 555 del 30 de noviembre de 2015, esa autoridad está facultada para investigar los hechos en los cuales se presenten indicios de un reconocimiento de pensión fraudulento, inducción al error o cualquier otra práctica corrupta en la producción de actos administrativos de reconocimiento pensional. En este caso, teniendo en cuenta las inconsistencias presentadas en la solicitud de cálculo actuarial, concretamente en relación con los extremos del vínculo laboral, no hay lugar a realizar la incorporación parcial de semanas; además, a la fecha se encuentra recolectando material probatorio que permita establecer esos extremos reales, a fin de proteger los recursos públicos; una vez finalizada esa indagación, se informará a las áreas correspondientes para que adopten las medidas del caso y de tener pruebas que permita “determinar los motivos reales de su solicitud es importante allegarlas a fin de que reposen dentro de la verificación”
.

4.9 El 2 de septiembre pasado, la apoderada de la señora López Villegas allegó declaración extrajudicial rendida por ella, en la que hace constar que fue la empleadora del accionante entre el 1º de octubre de 2002 y el 31 de diciembre 2009, así como los comprobantes de pago de autoliquidación de la planilla PILA actor por los periodos de febrero a diciembre de 2003 y por los años 2004 a 2009
.
4.10 El 1º de noviembre último, el mencionado Gerente de Prevención del Fraude indicó que habían sido recibidas esas pruebas y que serían tenidas en cuenta para la valoración preliminar de los hechos reportados
.
5. Surge de las anteriores pruebas, como primera conclusión, que las solicitudes con que se ha dado impulso a la actuación administrativa, han sido formuladas por la señora Luz Stella López Villegas, circunstancia que, en principio, radicaría la legitimación en la causa por activa solamente en ella, al ser la titular del derecho de petición y tener interés en el procedimiento de liquidación actuarial; sin embargo, se debe tener en cuenta que el aquí demandante no es ajeno al trámite adelantado, pues tiene un interés directo en obtener se defina lo relativo a esa liquidación, ya que el silencio de la entidad demandada afecta su garantía a acceder a la pensión por vejez y por ende su derecho a la seguridad social.

Por tanto, para él resulta menester obtener se solucione la cuestión y se autorice a quien fue su empleadora pagar los periodos dejados de cotizar para acreditar las semanas necesarias a fin de obtener aquella prestación.

Así entonces, para la Sala, al citado señor le asiste legitimación para acudir a esta acción de amparo.
6. Aclarado lo anterior, se procederá a definir el problema jurídico planteado, en los términos ya señalados.
Las pruebas arrimadas demuestran que para obtener el cálculo actuarial, se allegaron certificaciones suscritas por el accionante y su empleadora en las que se indicó que el vínculo laboral entre ambos inició el 23 de marzo de 1993 y finalizó 23 de marzo de 2013. No obstante, luego de que, con base en esas fechas, se profiriera la liquidación actuarial, aquellos hicieron llegar otras constancias en las que informaban que esa relación laboral se extendió realmente desde el 1º de octubre de 2002 al 31 de diciembre de 2009, con sustento en lo cual se solicitó nuevamente elaborar aquel cálculo.
Debido a esa incertidumbre, la entidad demandada dio inicio a la investigación del caso, a efecto de establecer cuáles fueron los extremos verdaderos de esa relación laboral y resolver sobre la solicitud de liquidación del cálculo actuarial, sin que aún se emita pronunciamiento alguno.
Para la Sala, tal como lo dedujo la funcionaria de primera instancia, el amparo resulta improcedente para acceder a la pretensión elevada por el demandante, pues de acuerdo con la jurisprudencia transcrita, la acción de tutela no es el medio para plantear debates sobre las semanas de cotización, ya que esa controversia es propia de la jurisdicción ordinaria laborar, al involucrar una discusión probatoria compleja, toda vez que implica la determinación de tiempos laborados que no fueron cotizados por el empleador; más aún si se tiene en cuenta que en este caso la incertidumbre sobre las fechas de esa relación laboral surgió de las certificaciones contradictorias que aportaron los mismos interesados, circunstancia que, por tanto, escapa a la limitada competencia del juez de tutela.
A lo anterior cabe agregar que en este momento se encuentra en trámite la investigación administrativa en la cual se determinará cuáles fueron esos extremos del vínculo laboral, mecanismo que se considera idóneo para resolver esa cuestión, en la medida que se brinde una solución pronta a la problemática formulada, situación sobre la cual se ahondará a continuación.  
7. A pesar de lo anterior, la Sala considera que al actor sí le asiste razón en cuanto alega que el dilatado trámite adelantado por Colpensiones le impide acceder a la definición de su estatus pensional, cuestión frente a la cual el amparo sí se torna procedente ante la falta de medios de defensa judiciales que garanticen se resuelva la actuación administrativa de forma oportuna, de acuerdo con las siguientes razones:
7.1 La Resolución 555 de 2015, expedida por el Presidente de Colpensiones, que regula el procedimiento para la revocatoria de resoluciones por medio de las cuales se reconocen de manera irregular pensiones, y en la cual el Gerente de Prevención del Fraude de esa entidad sustenta su facultad para investigar lo relativo a los extremos de la relación laboral del actor, en su artículo 3º establece:
“5. Finalizada la etapa probatoria, se deberá remitir en copia al afiliado, las pruebas recaudadas, para que en el término de quince (15) días, contados a partir del recibo de la comunicación, tenga la oportunidad de controvertir las pruebas aportadas o practicadas dentro de la actuación administrativa especial.

6. Vencidos los quince (15) días con los que cuenta el afiliado para emitir pronunciamiento sobre las pruebas remitidas, el Oficial de Cumplimiento, contará con el término de diez (10) días hábiles, prorrogares por diez (10) días más, para proceder así:

6.1 Archivar la investigación administrativa especial adelantada porque no se encuentra irregularidad alguna en el proceso y/o en la expedición del acto administrativo que culminó con el reconocimiento de pensión del afiliado.

6.2 Si una vez adelantada la investigación administrativa especial a lugar, el Oficial de Cumplimiento llegaré a determinar la existencia de documentos falsos, presiones indebidas, inducción a error a la administración o cualquier otra práctica corrupta, deberá proceder así:

- Emitir el auto de cierre de la investigación administrativa especial, con las conclusiones a que haya lugar.

- Cuando se evidencie la modificación o alteración indebida de registros, bases de datos o información, se informará al área competente para que reverse o ajuste los cambios efectuados.

- Remitir copia de los expedientes de la investigación administrativa adelantada y sus conclusiones, bien sea a la Gerencia Nacional de Reconocimiento, o la Vicepresidencia de Beneficios y Prestaciones, dependiendo de cuál de estas dos dependencias hubiere adelantado el proceso que culminó con la expedición del acto administrativo por medio del cual se reconoció una prestación económica.

- Comunicar de la decisión al afiliado y del trámite a seguir por parte de Colpensiones.”
7.2 En este caso, según las pruebas aportadas, el 5 de abril de 2019 Colpensiones informó sobre el inicio de la investigación administrativa para establecer los citados extremos de la relación laboral; el 26 de agosto siguiente se puso en conocimiento el inicio de la etapa probatoria y requirió para que se presentaran pruebas y el 1º de noviembre último se hizo saber de la recepción de estas pruebas, luego de lo cual no se tiene noticia sobre actuación adicional alguna.
Surge de ello, entonces que la Gerencia de Prevención de Fraude de Colpensiones no ha dado cumplimiento a los términos otorgados para definir la cuestión, pues a la fecha y luego de más de diez meses de comunicado el inicio de la investigación administrativa, se desconoce si esta ya culminó o si por lo menos se ha finiquitado la etapa probatoria, y de asumirse que esta última fase terminó a principios del mes de noviembre del año pasado, momento en el cual se dio cuenta del recibo de las pruebas aportadas por la empleadora del actor, se puede concluir que tampoco se ha aplicado aquel preciso derrotero, pues no existe constancia de haberse corrido traslado de las pruebas allegadas ni de haberse proferido la decisión de fondo, que debía ocurrir luego de diez días hábiles, contados desde la finalización del lapso que tenía el interesado para pronunciarse sobre ellas. 
A lo anterior cabe agregar que desde el 21 de mayo de 2019 se pidió a la accionada informar el resultado de esa investigación administrativa, pero esa entidad se limitó a indicar que una vez finalizada esa indagación se pondría en conocimiento de las autoridades competentes para que adopten las medidas del caso y se brindó la oportunidad de aportar pruebas, cuando lo procedente, en virtud de esa clase de peticiones, era informar, por lo menos, el término que tardaría esa etapa procesal y la fecha aproximada para decidir el fondo de la cuestión.  
7.3 Esa indefinición afecta los derechos fundamentales del actor, pues de esa investigación administrativa depende el trámite de reconocimiento de su pensión de vejez, es decir que hasta tanto no se decida aquella circunstancia, quedará desprotegido por esa contingencia pensional. 
En relación con los principios generales aplicables al debido proceso administrativo la Corte Constitucional ha señalado
:

“La Corte Constitucional en Sentencia T-484 de 2014 se refirió a dicha garantía procesal, e indicó que:

 “Con el propósito de asegurar la defensa de los administrados, la jurisprudencia ha señalado, en este sentido, que el debido proceso administrativo comprende, entre otros, los derechos a (i) ser oído durante toda la actuación; (ii) a la notificación oportuna y de conformidad con la ley; (iii) a que la actuación se surta sin dilaciones injustificadas; (iv) a que se permita la participación en la actuación desde su inicio hasta su culminación; (v) a que la actuación se adelante por autoridad competente y con el pleno respeto de las formas propias previstas en el ordenamiento jurídico; (vi) a gozar de la presunción de inocencia; (vii) al ejercicio del derecho de defensa y contradicción; (viii) a solicitar, aportar y controvertir pruebas, y (ix) a impugnar las decisiones y a promover la nulidad de aquellas obtenidas con violación del debido proceso...” (Subrayas fuera del texto original) 

7.4 En estas condiciones, se puede concluir que el Gerente de Prevención del Fraude de Colpensiones lesionó esa garantía procesal al dilatar injustificadamente la investigación administrativa adelantada y desconocer, en consecuencia, los términos concedidos en la norma que regula la materia.   
8. Por tanto se revocará parcialmente el fallo impugnado, se concederá el amparo al debido proceso administrativo y se ordenará al Gerente de Prevención del Fraude, en el término de cuarenta y ocho horas, dar impulso a la investigación surtida para establecer los extremos del vínculo laboral del accionante con su empleadora Luz Stella López Villegas y si aún no lo ha hecho, defina de fondo esa cuestión en un plazo que no podrá exceder de treinta días.

9. Como quiera que de la actuación adelantada en este trámite, se deduce que la competencia para definir la cuestión recae exclusivamente en aquel funcionario, se declarará improcedente el amparo frente a los demás funcionarios de Colpensiones que fueron vinculados a la actuación.

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR PARCIALMENTE la sentencia proferida por el Juzgado Tercero de Familia de esta ciudad, el 11 de diciembre último, dentro de la acción de tutela promovida por el señor Víctor Nabor Marín Arias contra Colpensiones, a la cual fueron vinculados el Vicepresidente de Operaciones, el Jefe de la Oficina Asesora de Asuntos Legales, los Gerentes de Financiamiento e Inversión, de Determinación de Derechos, de Defensa Judicial y de Prevención del Fraude y los Directores de Ingreso por Aportes, de Acciones Constitucionales, de Contribuciones Pensionales y Egresos, de Procesos Judiciales, de Atención y Servicio y de Historia Laboral de esa entidad, en lo que respecta a la declaratoria de improcedencia de la pretensión principal de la demanda.

SEGUNDO: REVOCAR esa providencia para conceder el amparo al derecho al debido proceso administrativo. En consecuencia, se ordena al Gerente de Prevención del Fraude, en el término de cuarenta y ocho horas, contadas a partir de la notificación que se le haga de esta providencia, dar impulso a la investigación surtida para establecer los extremos del vínculo laboral del accionante con su empleadora Luz Stella López Villegas y si, aún no lo ha hecho, definir de fondo la cuestión en un término no mayor de treinta días. 

TERCERO: Declarar improcedente el amparo frente a los demás funcionarios de Colpensiones que fueron vinculados a la actuación. 
CUARTO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
QUINTO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
Notifíquese y cúmplase,

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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